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CONSEJERÍA DE TURISMO, REGENERACIÓN, JUSTICIA
Y ADMINISTRACIÓN LOCAL

Decreto-ley 25/2020, de 29 de septiembre, por el que, con carácter extraordinario
y urgente, se crea y regula el Bono Turístico de Andalucía, como consecuencia
de la situación ocasionada por el coronavirus (COVID-19).

I

La Constitución Española, en su artículo 148.1.18.ª, establece que las Comunidades
Autónomas podrán asumir competencias en materia de promoción y ordenación del
turismo en su ámbito territorial. En este sentido, el Estatuto de Autonomía para Andalucía
en su artículo 71 atribuye a la Comunidad Autónoma de Andalucía la competencia
exclusiva en materia de turismo, que incluye, entre otros aspectos, la ordenación y la
planificación del sector turístico. Asimismo, el artículo 37 del Estatuto reconoce como
uno de los principios rectores que deben orientar las políticas públicas en Andalucía el
fomento del sector turístico como elemento económico estratégico, desempeñando el
turismo sostenible un papel relevante en la defensa del medio ambiente, junto a otros
sectores económicos vinculados al desarrollo sostenible, según su artículo 197.

Y en este sentido, el turismo se ha convertido desde hace años en una de las
principales actividades generadoras de empleo y riqueza en Andalucía, en un sector
estratégico que impulsa el crecimiento económico en nuestra Comunidad. Andalucía ha
registrado sus mejores datos turísticos en 2019, con la llegada de 32,5 millones de turistas,
lo que ha supuesto un crecimiento del 6,1% respecto al año anterior, dando empleo a
424.500 ocupados y con unos ingresos de 22.640 millones de euros, un 3,7% más que en
2018. Estas cifras vienen a poner de manifiesto la importancia del turismo como elemento
para la cohesión social y territorial de nuestra Comunidad, cuyo peso en el PIB andaluz
se sitúa en torno al 13%, conforme a la tendencia de los últimos años.

Esta senda positiva de crecimiento de la actividad turística se ha visto interrumpida
por la irrupción del COVID-19 que originó una situación de emergencia de salud pública
que, desde que el día 11 de marzo de 2020, la Organización Mundial de la Salud, elevó a
pandemia global.

Por la Comunidad Autónoma de Andalucía, con fecha 13 de marzo, se adoptaron
una serie de medidas preventivas de salud pública como consecuencia de la situación y
evolución del COVID-19, medidas que fueron complementadas por otras adoptadas con
fecha 14 de marzo, todas ellas dirigidas a proteger a las personas del riesgo de contagio,
atender a las que son especialmente vulnerables, y garantizar la prestación de servicios
sanitarios y sociales esenciales.

En ese mismo momento, el Gobierno de la Nación mediante Real Decreto 463/2020,
de 14 de marzo, declara el estado de alarma para la gestión de la situación de crisis
sanitaria ocasionada por el COVID-19, y ratifica todas las disposiciones y medidas
adoptadas previamente por las autoridades competentes de las Comunidades Autónomas
y de las entidades locales con ocasión del coronavirus.

Desde esa fecha, se han venido aprobando de forma urgente y extraordinaria medidas
en todos los ámbitos dirigidas a paliar el impacto de la paralización provocada como
consecuencia del referido estado de alarma, cuya prórroga, acordada por sucesivos
reales decretos, ha dilatado en el tiempo la situación de parálisis que afecta a los
diferentes sectores económicos y productivos y la limitación del contacto entre personas
y su movilidad, produciendo un gran impacto perjudicial en la sociedad.

Y siendo el turismo una actividad dinámica que se ve afectada por los cambios y
tendencias que se producen en su entorno, especialmente sensible a una serie de



condicionantes externos, como la situación económica y medioambiental, la estabilidad
y seguridad del destino o las condiciones de salud pública, la pandemia mundial del
Coronavirus COVID-19 ha corroborado la especial vulnerabilidad de un sector como el
turístico, basado en los desplazamientos y el contacto entre personas, limitados por los
gobiernos de todos los estados para evitar la propagación de dicha pandemia.

Esta actividad, considerada estratégica en Andalucía, ha sufrido desde finales de
marzo una pérdida trimestral de 8 millones de turistas (-25%) y de 5.000 millones de
euros en ingresos (-25%), poniendo 55.000 puestos de trabajo en riesgo.

Teniendo en cuenta esta situación, las previsiones para el cierre del año 2020 son de
13,5 millones de turistas recibidos, lo que supone una pérdida de 19 millones de turistas,
un 59% menos con respecto a 2019. Los ingresos por turismo se situarían en 9.000
millones de euros, un 60% menos que en 2019. Los empleos en riesgo ascenderían a
141.000, pudiendo perderse más de la mitad de los puestos de trabajo generados en el
sector durante 2019.

La recuperación no va a ser rápida y las expectativas apuntan que se puede perder
más de la mitad de los turistas recibidos y de los ingresos generados en el conjunto del
año y esto llevaría a reducir la aportación del turismo al PIB andaluz en hasta siete puntos
(bajando del 13% actual al 6%).

El ajuste va a ser considerable, ya que la oferta en Andalucía es de 72.114 empresas
con actividad relacionada con el turismo en la región (el 15% del total), estando preparada
para recibir más de 32 millones de turistas, sin embargo, en el contexto actual, se estima
que se pueden recibir 13,5 millones de turistas en el año.

Y el cambio de modelo que está experimentando y que experimentará la actividad
turística en toda su extensión requiere la intervención decisiva de las políticas públicas
en materia de turismo, con especial relevancia en nuestra Comunidad Autónoma por el
señalado papel que la industria turística desempeña dentro de la economía andaluza.

En este sentido, el Gobierno andaluz ha manifestado su compromiso para mantener
negocios y puestos de trabajo del sector turístico ante las graves consecuencias que
la pandemia del Covid-19 va a tener en la Comunidad Autónoma de Andalucía y la
necesidad urgente de su reactivación. Todo ello hace imprescindible articular estrategias
y mecanismos para el impulso de la actividad del sector turístico.

Mediante el Decreto-ley 15/2020, de 9 de junio, por el que con carácter extraordinario y
urgente se establecen diversas medidas dirigidas al sector del turismo así como al ámbito
educativo y cultural ante la situación generada por el coronavirus (COVID-19), se crea el
distintivo turístico «Andalucía Segura», y se regula el procedimiento para su obtención
y verificación del cumplimiento de las medidas establecidas en la «Guía Práctica de
Recomendaciones dirigida al sector turístico». El objetivo de la citada Guía es establecer
recomendaciones y medidas higiénico-sanitarias que sirvan de marco de referencia en
actuaciones de prevención y protección de la salud, y favorecer la implementación de las
mejores prácticas en las empresas, a partir de la identificación de riesgos y la evaluación
de situaciones de conflicto.

Una vez garantizada la salud de nuestros consumidores turísticos y tal y como venían
reclamando las empresas turísticas, con el fin de estimular la actividad económica y la
recuperación del sector, se plantea la posibilidad de incentivar los viajes que realizan
los andaluces por la Comunidad Autónoma de Andalucía por medio de la creación de un
Bono Turístico que ayude a sufragar los gastos derivados de las pernoctaciones que se
realicen en estos viajes. Esta medida se articula a través de subvenciones en régimen
de concurrencia no competitiva e irá destinada a todas las personas con vecindad
administrativa en cualquiera de los municipios de Andalucía y residencia legal en España,
así como a las personas titulares de la Tarjeta de Andaluz o Andaluza en el Exterior, que
pernocten fuera de su municipio de residencia un mínimo de tres noches consecutivas en
un alojamiento que tenga la consideración de servicio turístico conforme a lo establecido
en el artículo 28 de la Ley 13/2011, de 23 de diciembre, del Turismo de Andalucía.



Para poder optar a esta subvención, la estancia se ha de realizar dentro del periodo
comprendido entre el 1 de octubre de 2020 y el 31 de mayo de 2021 en un alojamiento
turístico ubicado en la Comunidad Autónoma de Andalucía y la contratación del servicio
de alojamiento se habrá tenido que efectuar a través de una agencia de viajes con
establecimiento operativo en Andalucía. Tanto el alojamiento turístico como la agencia
de viajes han de estar inscritos en el Registro de Turismo de Andalucía y contar con
el distintivo «Andalucía Segura» en vigor a la fecha de contratación del servicio de
alojamiento.

El importe de la subvención será del 25% de la factura presentada referida al servicio
de alojamiento hasta un máximo de 300 euros. Cada persona podrá presentar hasta tres
solicitudes distintas para otros tantos periodos de estancias.

Este mecanismo se perfila no sólo como un instrumento ágil y eficaz en la reducción
de los costes derivados de las pernoctaciones, sino que conlleva, además, un incentivo
al consumo y a la realización de un mayor número de viajes de los andaluces por la
Comunidad Autónoma de Andalucía, y por tanto, de la reactivación económica del sector,
cuya perentoriedad determina acudir a la legislación de urgencia.

II

La regulación del decreto-ley en el ámbito de la Comunidad Autónoma de Andalucía
se contempla en el artículo 110 del Estatuto de Autonomía para Andalucía que establece
que en caso de extraordinaria y urgente necesidad el Consejo de Gobierno podrá dictar
medidas legislativas provisionales en forma de decretos-leyes, que no podrán afectar a
los derechos establecidos en este Estatuto, al régimen electoral, ni a las instituciones
de la Junta de Andalucía. No podrán aprobarse por decreto-ley los presupuestos de
Andalucía.

La situación provocada por la evolución del virus desde que se procediera a su
declaración como emergencia de salud pública de importancia internacional, ha generado
la urgente necesidad de adoptar medidas extraordinarias en diversos ámbitos para hacer
frente a la misma, y proteger la salud pública.

Con base en la previsión contenida en el artículo 110 del Estatuto de Autonomía para
Andalucía, el decreto-ley constituye un instrumento constitucionalmente lícito, siempre
que el fin que justifica la legislación de urgencia, sea, tal como reiteradamente ha exigido
nuestro Tribunal Constitucional (sentencias 6/1983, de 4 de febrero, F. 5; 11/2002, de 17
de enero, F. 4, 137/2003, de 3 de julio, F. 3 y 189/2005, de 7 julio, F. 3), subvenir a una
situación concreta, dentro de los objetivos gubernamentales, que por razones difíciles de
prever requiere una acción normativa inmediata en un plazo más breve que el requerido
por la vía normal o por el procedimiento de urgencia para la correspondiente tramitación
normativa que resulte de aplicación.

La extraordinaria y urgente necesidad de aprobar este decreto-ley se inscribe en el
juicio político o de oportunidad que corresponde a este Gobierno (SSTC 93/2015, de
14 de mayo, FJ 6) y esta decisión, sin duda, supone una ordenación de prioridades de
actuación que la situación de emergencia acreditada demanda (STC, de 30 de enero de
2019, Recurso de Inconstitucionalidad núm. 2208-2019).

Como señala el Tribunal Constitucional, generalmente se ha venido admitiendo el
uso del decreto-ley en situaciones que se han calificado como «coyunturas económicas
problemáticas», para cuyo tratamiento representa un instrumento constitucionalmente
lícito, en tanto que pertinente y adecuado para la consecución del fin que justifica la
legislación de urgencia, que no es otro que subvenir a «situaciones concretas de los
objetivos gubernamentales que por razones difíciles de prever requieran una acción
normativa inmediata en un plazo más breve que el requerido por la vía normal o por el
procedimiento de urgencia para la tramitación parlamentaria de las leyes» (SSTC 31/2011,
de 17 de marzo, FJ 4; 137/2011, de 14 de septiembre, FJ 6, y 100/2012, de 8 de mayo, FJ 8).



En el presente caso, el fin que justifica la legislación de urgencia es el subvenir a una
situación concreta, dentro de los objetivos gubernamentales, que por razones difíciles de
prever requiere una acción normativa inmediata en un plazo más breve que el requerido
por la vía normal o por el procedimiento de urgencia para la tramitación de unas bases
reguladoras de subvenciones, cuyo procedimiento general de aprobación se recoge en
los artículos 118 del Texto Refundido de la Ley General de la Hacienda Pública de la
Junta de Andalucía, aprobado por Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de marzo, y 4 del
Reglamento de los Procedimientos de Concesión de Subvenciones de la Administración
de la Junta de Andalucía, aprobado por el Decreto 282/2010, de 4 de mayo, resultando
incompatible acompasar dicho procedimiento con la apremiante necesidad de aprobar
esta medida de estímulo, de tal forma que la misma sólo puede abordarse con la urgencia
que la figura del decreto-ley permite.

En consonancia con lo expuesto, se puede asegurar que existe una conexión
directa entre la urgencia definida y la medida concreta adoptada para subvenir a ella,
teniendo en cuenta las medidas que ya han sido previamente adoptadas y que requieren
ser complementadas de manera urgente. Estas medidas que se adoptan ahora no
pueden esperar a una tramitación ordinaria dado el efecto gravoso que provocaría en
la ciudadanía al perder su esperada eficacia en el fin último de las mismas en la lucha
contra la evolución del virus COVID-19 y el impacto de éste en la economía.

Por último, este decreto-ley cumple con los límites fijados por las competencias
autonómicas para acometer una regulación legal en esta materia. Cuando concurre,
como en este caso, una situación de extraordinaria y urgente necesidad todos los poderes
públicos que tengan asignadas facultades de legislación provisional y competencias
sustantivas en el ámbito material en que incide tal situación de necesidad pueden
reaccionar normativamente para atender dicha situación, siempre, claro está, que lo
hagan dentro de su espectro competencial. (SSTC 93/2015, de 14 de mayo FJ11).

Estas mismas razones que determinan la urgente necesidad son las que conducen a que
el presente instrumento normativo se erija en el instrumento de que dispone este Gobierno
para dar respuesta, en tiempo, a una situación que requiere de una actuación inmediata,
dando con ello cumplimiento a los principios de necesidad, eficacia, proporcionalidad,
seguridad jurídica, transparencia, y eficiencia, tal y como exige la Ley 39/2015, de 1 de
octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.

A estos efectos se pone de manifiesto el cumplimiento de los principios de necesidad
y eficacia en el interés general en el que se fundamentan las medidas que se establecen,
siendo el decreto-ley no sólo el instrumento más adecuado sino el único que puede
garantizar su consecución y eficacia.

Del mismo modo, es proporcional, ya que regula los aspectos imprescindibles para
conseguir su objetivo, limitando sus efectos a la concurrencia de la situación temporal
y extraordinaria descrita. Igualmente, se ajusta al principio de seguridad jurídica, siendo
coherente con el resto del ordenamiento jurídico.

En cuanto al principio de transparencia, la norma está exenta de los trámites de consulta
pública, audiencia e información pública que no son aplicables a la tramitación y aprobación
de decretos-leyes, sin perjuicio de la debida publicidad que se dará al mismo no sólo a través
de los boletines oficiales sino también mediante su publicación en el Portal de Transparencia
de la Junta de Andalucía, dando así con ello cumplimiento a la obligación dispuesta en el
artículo 13.2 de la Ley 1/2014, de 24 de junio, de Transparencia Pública de Andalucía.

Por último, en relación con el principio de eficiencia, y teniendo en cuenta la propia
naturaleza de las medidas adoptadas este decreto-ley no impone carga administrativa
alguna adicional, reduciendo algunas de las cargas tributarias y administrativas existentes.

Debe señalarse también que este decreto-ley no afecta al ordenamiento de las
instituciones básicas del Estado, a los derechos, deberes y libertades de los ciudadanos
regulados en el Título I de la Constitución, al régimen electoral, ni a las instituciones de la
Junta de Andalucía.



Por todo ello, en ejercicio de la facultad conferida por el artículo 110 del Estatuto de
Autonomía para Andalucía, a propuesta del Vicepresidente de la Junta de Andalucía y
Consejero de Turismo, Regeneración, Justicia y Administración Local, de conformidad
con lo previsto en el artículo 27.3 de la Ley 6/2006, de 24 de octubre, del Gobierno de la
Comunidad Autónoma de Andalucía, previa deliberación del Consejo de Gobierno, en su
reunión celebrada el día 29 de septiembre de 2020,

D I S P O N G O

Artículo 1. Objeto y convocatoria.
1. El objeto del presente decreto-ley es aprobar, regular y convocar el denominado

Bono Turístico de Andalucía, con la finalidad de promover la actividad turística en el
territorio de la Comunidad Autónoma.

2. Mediante el presente decreto-ley se aprueban las bases reguladoras del Bono
Turístico de Andalucía, consistente en una línea de subvenciones en régimen de
concurrencia no competitiva, y se efectúa su convocatoria para el periodo comprendido
entre el 1 de octubre de 2020 y el 31 de mayo de 2021, dirigida a las personas que
cumplan las condiciones para ser beneficiarias establecidas en el artículo 5.

Artículo 2. Régimen jurídico.
Las subvenciones concedidas al amparo de este decreto-ley se regirán, además de

por lo previsto en el mismo, por:
a) La Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones.
b) El Título VII del Texto Refundido de la Ley General de la Hacienda Pública de la

Junta de Andalucía, aprobado por Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de marzo.
c) Las leyes anuales del presupuesto de la Comunidad Autónoma de Andalucía.
d) La Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las

Administraciones Públicas.
e) La Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público.
f) La Ley 9/2007, de 22 de octubre, de la Administración de la Junta de Andalucía.
g) La Ley 12/2007, de 26 de noviembre, para la promoción de la igualdad de género

en Andalucía.
h) Ley 13/2007, de 26 de noviembre, de medidas de prevención y protección integral

contra la violencia de género.
i) El Real Decreto-ley 8/2014, de 4 de julio, de aprobación de medidas urgentes para

el crecimiento, la competitividad y la eficiencia.
j) El Reglamento de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones,

aprobado por el Real Decreto 887/2006, de 21 de julio, así como las demás normas
básicas que desarrollen la citada ley.

k) El Reglamento de los Procedimientos de Concesión de Subvenciones de la
Administración de la Junta de Andalucía, aprobado por el Decreto 282/2010, de 4 de
mayo.

l) El Decreto 622/2019, de 27 de diciembre, de administración electrónica, simplificación
de procedimientos y racionalización organizativa de la Junta de Andalucía.

m) La Ley 1/2014, de 24 de junio, de Transparencia Pública de Andalucía.
n) La Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información

pública y buen gobierno.
ñ) La Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y

garantía de los derechos digitales.
o) El Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo de 27 de abril

de 2016 relativo a la protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento
de datos personales y a la libre circulación de estos datos y por el que se deroga la
Directiva 95/46/CE.



Artículo 3. Disponibilidades presupuestarias.
1. La concesión de las subvenciones estará limitada por las disponibilidades

presupuestarias existentes, de conformidad con lo dispuesto en la letra j) del artículo 119.2
del Texto Refundido de la Ley General de la Hacienda Pública de la Junta de Andalucía.

2. Para el desarrollo de las actuaciones previstas en el presente decreto-ley, se
destina un total de 1.000.000 euros, con cargo al Servicio 01 del programa presupuestario
75 B, que corresponden al presupuesto corriente de 2020 en la partida presupuestaria
0900010000 G/75B/78809/00 01 2020000527.

Asimismo, para la anualidad 2021, dichas actuaciones se limitarán a los créditos
presupuestarios existentes en la mencionada partida presupuestaria.

3. A los efectos de dotar presupuestariamente los fondos señalados en el apartado
anterior se habilita a la Consejería competente en materia de Hacienda para tramitar,
de conformidad con lo previsto en el Texto Refundido de la Ley General de la Hacienda
Pública de la Junta de Andalucía, las modificaciones presupuestarias que resulten
precisas.

4. Estas subvenciones se someterán a los procedimientos de control interno de la
Intervención General de la Junta de Andalucía que les son de aplicación, sin perjuicio de
lo dispuesto en el artículo 17.3.

5. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 29.3 de la Ley 6/2019, de 19 de diciembre,
del Presupuesto de la Comunidad Autónoma de Andalucía para el año 2020, en orden al
cumplimiento de la normativa reguladora y de los objetivos de estabilidad presupuestaria
y sostenibilidad financiera, se autoriza al órgano competente para la concesión de estas
subvenciones para, con cumplimiento de la normativa reguladora de las subvenciones,
dejar sin efecto la presente convocatoria si no es objeto de resolución de concesión.

6. Asimismo, se prevé que eventuales aumentos sobrevenidos en el crédito disponible,
posibiliten una resolución complementaria de concesión que incluya solicitudes que, aun
cumpliendo todos los requisitos, no hayan resultado beneficiarias por agotamiento del
mismo.

7. La distribución del crédito entre las ocho provincias andaluzas se efectuará de forma
proporcional al número de habitantes de cada una de ellas, según los datos recogidos por
el Instituto Nacional de Estadística sobre población residente a fecha de 1 de enero de
2020, resultando la siguiente distribución de crédito:

Distribución
porcentual Almería Cádiz Córdoba Granada Huelva Jaén Málaga Sevilla

% 8,44 14,8 9,25 10,91 6,23 7,42 19,86 23,09

Artículo 4. Régimen de compatibilidad de las subvenciones.
Las subvenciones que se reciban al amparo de lo previsto en este decreto-ley serán

compatibles con otras subvenciones, ayudas, ingresos o recursos, que se concedan
para la misma finalidad, procedentes de cualesquiera Administraciones o entes públicos
o privados, nacionales o internacionales, de la Unión Europea o de otros Organismos
Internacionales, siempre que el importe de las mismas, aisladamente o en concurrencia
con otras subvenciones o ayudas no supere el importe de la subvención.

Artículo 5. Personas beneficiarias, requisitos e importe de la subvención.
1. Podrán ser beneficiarias de las subvenciones reguladas en este decreto-ley, hasta

en un máximo de tres ocasiones, las personas con vecindad administrativa en cualesquiera
de los municipios de Andalucía y residencia legal en España, que hayan pernoctado fuera
de su municipio de residencia, siempre que cumplan los requisitos establecidos en el
apartado siguiente.



Asimismo, podrán ser beneficiarias de las subvenciones reguladas en este decreto-
ley, las personas titulares de la Tarjeta de Andaluz o Andaluza en el Exterior, conforme a
lo dispuesto por el artículo 2 del Decreto 303/2011, de 11 de octubre, por el que se crea y
regula la Tarjeta de Andaluz o Andaluza en el Exterior.

2. Se deberán cumplir los siguientes requisitos:
a) Haber pernoctado en uno o varios alojamientos que tengan la consideración de

servicio turístico, conforme a lo establecido por el artículo 28.1.a) de la Ley 13/2011, de
23 de diciembre, del Turismo de Andalucía, ubicados en el territorio de la Comunidad
Autónoma de Andalucía, dentro del período comprendido entre el 1 de octubre de 2020 y
el 31 de mayo de 2021.

b) Que el alojamiento o alojamientos turísticos ostenten el distintivo turístico «Andalucía
Segura», en vigor en el momento de la contratación del servicio de alojamiento, regulado
por el Decreto-Ley 15/2020, de 9 de junio, por el que con carácter extraordinario y
urgente se establecen diversas medidas dirigidas al sector del turismo así como al ámbito
educativo y cultural ante la situación generada por el coronavirus (COVID-19), y se
encuentren inscritos en el Registro de Turismo de Andalucía.

c) Que la contratación del servicio de alojamiento se haya efectuado por mediación
de una agencia de viajes con establecimiento en funcionamiento en el territorio de la
Comunidad Autónoma de Andalucía que ostente el distintivo turístico «Andalucía Segura»
en vigor en el momento de la contratación del servicio de alojamiento y cuya inscripción
conste en el Registro de Turismo de Andalucía.

d) Que se haya pernoctado, como mínimo, durante tres noches continuadas en uno o
varios alojamientos turísticos.

3. La subvención consistirá en una cuantía equivalente al 25% de la factura por el
servicio turístico de alojamiento, con un máximo de 300 euros.

4. No podrá obtenerse la condición de persona beneficiaria cuando concurra alguna
de las circunstancias previstas en los apartados 2 y 3 del artículo 13 de la Ley 38/2003,
de 17 de noviembre, o se tengan deudas en periodo ejecutivo de cualquier otro ingreso
de derecho público de la Junta de Andalucía, de conformidad con lo dispuesto en el
artículo 116.2 del Texto Refundido de la Ley General de la Hacienda Pública de la Junta
de Andalucía. Tampoco podrán obtener la condición de beneficiaria cuando concurra
cualquiera de las circunstancias previstas en los apartados 4 y 5 del citado artículo 116.

Artículo 6. Obligaciones de las personas beneficiarias.
1. Serán obligaciones de las personas beneficiarias, las recogidas en el artículo 14 de

la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, y en el apartado 1 del artículo 46 de la citada ley.
2. El incumplimiento de las obligaciones reguladas en este artículo determinará el

reintegro de la subvención correspondiente, en los términos previstos en el artículo 19, sin
perjuicio de la aplicación del régimen sancionador regulado en el artículo 22.

Artículo 7. Régimen de concesión.
1. El procedimiento de concesión de las subvenciones reguladas se sujetará a lo

dispuesto en este decreto-ley.
2. Las subvenciones se otorgarán con arreglo a los principios de publicidad,

transparencia, concurrencia, objetividad, igualdad y no discriminación. Su gestión se
realizará con criterios de eficacia en el cumplimiento de los objetivos fijados y eficiencia
en la asignación y utilización de los recursos públicos.

3. El procedimiento de concesión de las subvenciones reguladas en el presente
decreto-ley se iniciará a solicitud de la persona interesada, y se tramitará y resolverá en
régimen de concurrencia no competitiva, de conformidad con lo previsto en el artículo
120.1 del Texto Refundido de la Ley General de la Hacienda Pública de la Junta de
Andalucía y en el artículo 2.2.b) del Reglamento de los Procedimientos de Concesión de
Subvenciones de la Administración de la Junta de Andalucía.



Artículo 8. Solicitud.
1. Las solicitudes de las subvenciones se cumplimentarán en el formulario que figura

como Anexo de este decreto-ley y que, asimismo, estará disponible en la oficina virtual
de la Consejería que tenga atribuidas las competencias en materia de Turismo, a la que
se podrá acceder a través del Catálogo de Procedimientos Administrativos disponible en
https://juntadeandalucia.es/servicios/procedimientos.html e irán dirigidas a la persona
titular de la Delegación Territorial de la Consejería competente en materia de Turismo en
la provincia en la que resida la persona interesada.

2. En la solicitud se recogerán y deberán cumplimentarse los siguientes extremos:
a) Los datos identificativos de la persona interesada y, en su caso, de quien la

represente.
b) Una declaración responsable de la persona que la suscribe mediante la que

manifieste, bajo su responsabilidad, lo siguiente:
1.º Que cumple con los requisitos exigidos para obtener la condición de persona

beneficiaria de las subvenciones reguladas en el presente decreto-ley.
2.º Que no se halla incursa en ninguna de las circunstancias que prohíben obtener la

condición de persona beneficiaria, de conformidad con lo establecido en este decreto-ley.
3.º Que no ha solicitado ni obtenido otras subvenciones, ayudas, ingresos o

recursos solicitados y, en su caso, concedidos, para la misma finalidad, por cualesquiera
Administraciones Públicas o entes públicos o privados, nacionales o internacionales, o que,
si se han solicitado y obtenido, indicación de la entidad concedente, fecha e importe.

4.º Que ostenta la titularidad del número de cuenta bancaria indicado.
5.º Que son veraces todos los datos reflejados en la solicitud.
c) En su caso, la manifestación de la oposición expresa al órgano gestor para que recabe

de otras Consejerías, de otras Agencias o de otras Administraciones Públicas la información
o documentación acreditativa exigida en la normativa de aplicación que estuviera en poder
de aquéllas. En caso de manifestar su oposición expresa, las personas interesadas estarán
obligadas a aportar los documentos necesarios para facilitar esa información.

d) Número de cuenta bancaria donde realizar el ingreso en caso de resultar beneficiaria,
cuya titularidad se acredita mediante la declaración responsable que, conforme al modelo
incluido en el formulario de solicitud recogido como Anexo, se indica en el epígrafe 4º de
la letra b) del apartado 2 del presente artículo.

3. La presentación de la solicitud supone la aceptación expresa de las obligaciones y
términos contenidos en el presente decreto-ley.

4. De acuerdo con lo previsto en el apartado 2 del artículo 23 del Reglamento de
los Procedimientos de Concesión de Subvenciones de la Administración de la Junta de
Andalucía, la presentación de la solicitud conllevará la autorización al órgano gestor para
recabar las certificaciones o la remisión de datos de la Agencia Estatal de Administración
Tributaria, de la Tesorería General de la Seguridad Social y de la Consejería competente
en materia de Hacienda de la Junta de Andalucía a las que hace referencia el artículo 120.2
del Texto Refundido de la Ley General de la Hacienda Pública de la Junta de Andalucía,
así como en los demás casos en que una norma con rango de ley lo haya establecido,
efectuándose de oficio por el órgano gestor las correspondientes comprobaciones.

Artículo 9. Medio de presentación de solicitudes.
1. Las solicitudes y la documentación anexa de las subvenciones reguladas en el

presente decreto-ley se presentarán preferentemente de forma telemática, conforme
a lo previsto en el artículo 14.3 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, sin perjuicio de lo
dispuesto en la normativa estatal básica y andaluza de desarrollo sobre el procedimiento
administrativo común. En el caso de presentación no telemática, las personas que
deseen ser beneficiarias deberán dirigir sus solicitudes a las personas titulares de las
Delegaciones Territoriales de la Consejería competente en materia de Turismo de su
provincia de residencia.



2. Para la presentación electrónica, las personas interesadas podrán utilizar los
sistemas de firma electrónica cualificada y avanzada, basados en certificados electrónicos
cualificados de firma electrónica expedidos por prestadores incluidos en la «Lista de
confianza de prestadores de servicios de certificación», conforme a lo previsto en el
artículo 10.2.a) de la Ley 39/2015, de 1 de octubre.

Artículo 10. Documentación acreditativa.
1. De acuerdo con lo establecido en el artículo 8.2.c), de manifestarse la oposición de

la persona solicitante para la consulta telemática por el órgano gestor de los documentos
elaborados por cualquier Administración, documentos aportados anteriormente por la
persona interesada a cualquier Administración o datos obrantes en la misma necesarios
para la comprobación de los datos consignados en la solicitud, tanto de los requisitos
como en las declaraciones responsables, se deberá presentar, acompañando a la
solicitud, la siguiente documentación, copia auténtica o copia autenticada, la cual deberá
ser acreditativa de los datos citados:

a) DNI/NIE/NIF de la persona solicitante. Cuando ésta sea nacional de otro país
comunitario deberá aportar copia autenticada del número de identificación de extranjero
y además, si es nacional de terceros países, copia autenticada del permiso de residencia.
En todo caso, la presentación de la documentación se hará de conformidad con la
normativa vigente en cada momento en materia de extranjería.

b) DNI/NIE/NIF de la persona que ostente la representación legal o voluntaria de la
persona solicitante, en los casos que así proceda.

c) Certificado de empadronamiento, en vigor a la fecha de presentación de la solicitud.
2. Documentación que debe acompañar a la solicitud en todo caso, por no poder

recabar el dato el órgano gestor:
a) Factura emitida por la agencia de viajes en la que conste, de forma independiente,

el importe del servicio de alojamiento turístico, excluidos cualesquiera otros servicios
turísticos que se hayan contratado. Dicha factura deberá incluir el código de inscripción o
anotación en el Registro de Turismo de Andalucía tanto de la agencia de viajes como del
alojamiento o alojamientos turísticos contratados.

b) Documentación acreditativa de la estancia realizada emitida por el prestador o
prestadores del servicio de alojamiento turístico, en la que conste el nombre completo y
DNI/NIE/NIF de la persona solicitante.

c) Copia de la Tarjeta de Andaluz o Andaluza en el Exterior, sólo en los casos en que
dicha condición sea alegada por la persona solicitante.

d) Documentación acreditativa del poder de representación de la persona que ostente
la representación legal o voluntaria de la persona solicitante, en los casos en que así
proceda.

Artículo 11. Comprobación de requisitos para la concesión de las subvenciones.
La resolución de concesión se emitirá atendiendo a las manifestaciones contenidas

en las declaraciones responsables recogidas en el formulario de solicitud, suscritas por la
persona que las realiza bajo su responsabilidad, y previa comprobación del cumplimiento de
los requisitos.

Artículo 12. Plazo de presentación de solicitudes.
1. El plazo para la presentación de la solicitud será de un mes a contar desde el día

siguiente al último día de pernoctación en el alojamiento turístico.
2. Serán inadmitidas las solicitudes presentadas fuera de plazo. La resolución de

inadmisión será notificada individualmente a la persona interesada en los términos de los
artículos 40 a 44 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre.



Artículo 13. Subsanación de solicitudes.
1. Si en la solicitud presentada no se hubieran cumplimentado los extremos exigidos en

el artículo 8 o no se acompañara de la documentación exigida, relacionada en el artículo
10, se requerirá a la persona interesada para que en el plazo de diez días subsane la falta
o acompañe los documentos preceptivos, con la indicación de que, si así no lo hiciera, se
le tendrá por desistida de su solicitud, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 68 de la
Ley 39/2015, de 1 de octubre. Este requerimiento se realizará de manera individual a las
personas solicitantes.

2. Los escritos mediante los que las personas interesadas efectúen la subsanación se
presentarán de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 9.

3. Transcurrido el plazo para subsanar, se dictará resolución declarando el
desistimiento y archivo de la solicitud no subsanada o de la que no se hubiere acompañado
de la documentación exigida, y la inadmisión en los casos en que corresponda.

Artículo 14. Órgano competente para la instrucción y resolución.
Será competente para la instrucción y resolución del procedimiento de concesión

de las subvenciones reguladas en el presente decreto-ley, las personas titulares de las
Delegaciones Territoriales de la Consejería competente en materia de Turismo en cada
provincia, por delegación de la persona titular de la Consejería competente en materia de
Turismo.

Artículo 15. Tramitación.
1. En lo referente a la concesión de las subvenciones reguladas en el presente decreto-

ley, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 71.2 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, la
instrucción y resolución de las solicitudes se efectuará siguiendo el orden correlativo de
entrada en el Registro Electrónico Único de la Administración de la Junta de Andalucía,
y hasta el límite de la consignación presupuestaria, en su caso, salvo que aquéllas
tuvieran que ser objeto de subsanación por no reunir los requisitos o no acompañarse
de la documentación requerida, para lo que se considerará el orden de prelación que
se siga para su resolución, la fecha en que las solicitudes reúnan los requisitos y/o la
documentación requerida, una vez subsanada la ausencia o insuficiencia que en su caso
se hubiera apreciado por la Administración.

Las solicitudes de subvención de las medidas reguladas en el presente decreto-ley
serán tramitadas, resueltas y notificadas de forma individual a través del Sistema de
Notificaciones Electrónicas de la Junta de Andalucía en la dirección electrónica habilitada
para la práctica de notificaciones electrónicas http://www.andaluciajunta.es/notificaciones,
sin perjuicio de lo dispuesto por el artículo 34 del Decreto 622/2019, de 27 de diciembre,
de administración electrónica, simplificación de procedimientos y racionalización
organizativa de la Junta de Andalucía, para los casos de notificaciones a personas no
obligadas a relacionarse con la Administración por medios electrónicos y que no hayan
optado por la notificación electrónica.

2. De conformidad con lo preceptuado en el artículo 82.4 de la Ley 39/2015, de 1 de
octubre, se prescindirá del trámite de audiencia. Asimismo, se aplicará lo dispuesto en el
artículo 17 del presente decreto-ley, por tanto, analizada la solicitud y la documentación
que la acompañe, se dictará la correspondiente resolución.

Artículo 16. Resolución del procedimiento.
1. De conformidad con lo dispuesto en el apartado 2 del artículo 15, el órgano

competente dictará resolución, que deberá ser motivada, con el contenido mínimo
establecido en el artículo 28.1 del Reglamento de los Procedimientos de Concesión de
Subvenciones de la Administración de la Junta de Andalucía.



2. El plazo máximo para resolver y notificar la resolución del procedimiento de
concesión será de tres meses desde la fecha en que la solicitud haya tenido entrada en
el Registro Electrónico Único de la Administración de la Junta de Andalucía. Este plazo
podrá ser ampliado atendiendo a lo dispuesto en el artículo 23 de la Ley 39/2015, de 1 de
octubre.

Transcurrido el plazo establecido sin que se hubiese dictado y notificado resolución
expresa, las personas interesadas podrán entender desestimadas por silencio
administrativo sus solicitudes, de acuerdo con lo preceptuado en el artículo 120.4 del
Texto Refundido de la Ley General de la Hacienda Pública de la Junta de Andalucía.

3. La resolución del procedimiento pondrá fin a la vía administrativa, pudiendo
interponerse contra ella recurso de reposición en los términos establecidos en el artículo
123.1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, y en el artículo 115.2 de la Ley 9/2007, de 22 de
octubre, ante la persona titular de la Delegación Territorial de la Consejería competente
en materia de Turismo.

Artículo 17. Forma de pago y régimen de fiscalización.
1. El abono de las subvenciones reguladas en este decreto-ley se realizará mediante

pago por importe del 100% de las ayudas, previa justificación del cumplimiento de los
requisitos establecidos en el artículo 5.

2. El pago se realizará mediante transferencia bancaria a la cuenta que la persona
beneficiaria haya indicado en la solicitud.

3. Las subvenciones reguladas en el presente decreto-ley estarán exentas de
fiscalización previa en el ejercicio de la competencia atribuida a la Intervención General de
la Junta de Andalucía, a que se refieren los artículos 89 y siguientes del Texto Refundido
de la Ley General de la Hacienda Pública de la Junta de Andalucía.

La Intervención General de la Junta de Andalucía acordará, en virtud del artículo 90.6
del citado Texto Refundido, la realización de controles posteriores sobre las subvenciones
concedidas.

4. Asimismo, las subvenciones reguladas en el presente decreto-ley estarán
exceptuadas de lo dispuesto en el apartado 1 del artículo 120 bis del Texto Refundido
de la Ley General de la Hacienda Pública de la Junta de Andalucía, de manera que la
resolución de concesión conllevará la aprobación y el compromiso del gasto.

Artículo 18. Modificación de la resolución de concesión.
1. Toda alteración de las condiciones y requisitos tenidos en cuenta para la concesión

de las subvenciones reguladas en el presente decreto-ley y en todo caso la obtención
concurrente de otras aportaciones fuera de los casos permitidos en las normas
reguladoras, podrá dar lugar a la modificación de la resolución de concesión, conforme
a lo previsto en el artículo 32 del Reglamento de los Procedimientos de Concesión de
Subvenciones de la Administración de la Junta de Andalucía.

2. En todo caso, la obtención concurrente de otras subvenciones para la misma
finalidad cuando su importe supere el importe de la subvención dará lugar a la modificación
de la resolución de concesión, procediendo en su caso el reintegro del exceso obtenido
sobre dicho coste, en los términos previstos en el artículo siguiente.

3. El procedimiento para modificar la resolución de concesión se iniciará siempre de
oficio por acuerdo del órgano que la otorgó, bien por propia iniciativa, como consecuencia
de petición razonada de otros órganos, o bien a instancia de la persona beneficiaria.

4. El escrito por el que se inste la iniciación de oficio deberá estar suficientemente
justificado, presentándose de forma inmediata a la aparición de las circunstancias que
lo motiven y con antelación a la finalización del plazo de ejecución y de justificación
inicialmente concedidos.



En el plazo máximo de quince días desde que el escrito haya tenido entrada en el
Registro Electrónico Único de la Administración de la Junta de Andalucía, se notificará
a la persona interesada el acuerdo por el que se adopte la decisión de iniciar o no el
procedimiento. La denegación deberá motivarse expresamente.

5. La resolución del procedimiento de modificación de la resolución de concesión
será dictada y notificada en un plazo no superior a dos meses por el órgano concedente
de la misma, previa instrucción del correspondiente procedimiento en el que, junto a la
propuesta razonada del órgano instructor, se acompañarán los informes pertinentes y las
alegaciones que, en su caso, hubiera presentado la persona beneficiaria.

Artículo 19. Reintegro.
1. Procederá el reintegro de las cantidades percibidas y la exigencia del interés de

demora correspondiente desde el momento del pago de la subvención hasta la fecha
en que se acuerde la procedencia del reintegro, o la fecha en que el deudor ingrese el
reintegro si es anterior a ésta, en los supuestos contemplados en el artículo 37.1 de la Ley
38/2003, de 17 de noviembre, en el presente decreto-ley y en el resto de la normativa que
resulte de aplicación.

2. En el supuesto de que el importe de las subvenciones resulte ser de tal cuantía que,
aisladamente o en concurrencia con otras subvenciones o ayudas, supere el importe de
la subvención concedida, procederá el reintegro del exceso obtenido sobre dicho importe,
así como la exigencia del interés de demora correspondiente.

3. Las cantidades a reintegrar tendrán la consideración de ingresos de derecho
público de conformidad con lo dispuesto en el artículo 125.1 del Texto Refundido de la Ley
General de la Hacienda Pública de la Junta de Andalucía, resultando de aplicación para
su cobro lo previsto en el artículo 22 del mismo texto.

4. El procedimiento de reintegro se iniciará por acuerdo del órgano que concedió la
subvención, que se notificará a la persona interesada.

5. El órgano que concedió la subvención dictará resolución, exigiendo el reintegro que
corresponda, resultando de aplicación para su cobro los plazos previstos en el artículo
22.2.c) del Texto Refundido de la Ley General de la Hacienda Pública de la Junta de
Andalucía.

6. Serán competentes para acordar y resolver el procedimiento de reintegro de las
subvenciones reguladas en este decreto-ley, las personas titulares de las Delegaciones
Territoriales de la Consejería competente en materia de Turismo correspondiente a su
ámbito territorial, por delegación de la persona titular de la Consejería.

7. El plazo máximo para resolver y notificar la resolución del procedimiento de reintegro
será de doce meses desde la fecha del acuerdo de iniciación.

Artículo 20. Devolución, compensación, aplazamiento y fraccionamiento.
1. En virtud de lo dispuesto en el artículo 124 quáter del Texto Refundido de la Ley

General de Hacienda Pública de la Junta de Andalucía, las personas beneficiarias podrán
realizar la devolución voluntaria del ingreso recibido, debiendo para ello comunicarlo al
órgano gestor de la subvención, a fin de que por éste se confeccione la correspondiente
carta de pago con la que podrán dirigirse a una entidad bancaria para realizar la citada
devolución. La carta de pago que se emita se corresponderá con una liquidación
provisional a cuenta de la resolución definitiva que en su día se dicte.

2. Con anterioridad al inicio del procedimiento de reintegro, las personas beneficiarias
podrán presentar solicitud de compensación con reconocimiento de deuda, acompañada
de petición expresa de certificado del órgano concedente de la subvención de la cantidad
a devolver. La solicitud de compensación, acompañada de la documentación prevista
en la normativa de aplicación, será remitida al órgano competente para acordar su
otorgamiento.



3. Asimismo, con anterioridad al procedimiento de reintegro, las personas beneficiarias
podrán presentar solicitud de aplazamiento o fraccionamiento con reconocimiento de
deuda dirigida al órgano gestor de la subvención, acompañada de la documentación
prevista en la normativa de aplicación.

Artículo 21. Régimen sancionador.
1. Las infracciones administrativas cometidas en relación con las subvenciones

previstas en el presente decreto-ley se sancionarán conforme a lo establecido en el Título
IV de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, siendo competente para acordar e imponer
las sanciones las personas titulares de las Delegaciones Territoriales de la Consejería
competente en materia de Turismo correspondiente a su ámbito territorial, por delegación
de la persona titular de la Consejería.

2. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 63 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre,
los procedimientos de naturaleza sancionadora se iniciarán siempre de oficio por acuerdo
del órgano competente y establecerán la debida separación entre la fase instructora y la
sancionadora, que se encomendarán a órganos distintos.

3. La instrucción del procedimiento sancionador de las subvenciones previstas en
este decreto-ley, corresponderá a la persona titular de la Jefatura del Servicio de Turismo
de la Delegación Territorial correspondiente.

4. La resolución de los procedimientos sancionadores para todas las subvenciones
corresponderá a las personas titulares de las Delegaciones Territoriales de la Consejería
competente en materia de Turismo correspondiente a su ámbito territorial, por delegación
de la persona titular de la Consejería.

Disposición final primera. Desarrollo y ejecución.
1. Se autoriza a la persona titular de la Consejería con competencias en materia

de turismo para dictar las disposiciones que, en el ámbito de sus competencias, sean
necesarias para el desarrollo, ejecución y modificación del presente decreto-ley, siguiendo
el procedimiento legalmente establecido.

2. Asimismo, se habilita a la persona titular de la Consejería competente en materia
de turismo para modificar el formulario recogido como Anexo.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.
El presente decreto-ley entrará en vigor al día siguiente al de su publicación en el

Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

Sevilla, 29 de septiembre de 2020

JUAN MANUEL MORENO BONILLA
Presidente de la Junta de Andalucía

JUAN ANTONIO MARÍN LOZANO
Vicepresidente de la Junta de Andalucía
y Consejero de Turismo, Regeneración,

Justicia y Administración Local
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SOLICITUD

SUBVENCIONES EN MATERIA DE TURISMO: BONO TURÍSTICO DE ANDALUCÍA (Código Procedimiento: 23299)

CONVOCATORIA/EJERCICIO:

de de de (BOJA nº de fecha )

1 DATOS DE LA PERSONA SOLICITANTE Y DE LA REPRESENTANTE
APELLIDOS Y NOMBRE

TIPO DE DOCUMENTO NÚMERO DE DOCUMENTO NACIONALIDAD FECHA DE NACIMIENTO SEXO:
H M

DOMICILIO:
TIPO DE VÍA: NOMBRE DE LA VÍA:

NÚMERO: LETRA: KM EN LA VÍA: BLOQUE: PORTAL: ESCALERA: PLANTA: PUERTA:

ENTIDAD DE POBLACIÓN: MUNICIPIO: PROVINCIA: PAÍS:

NÚMERO TELÉFONO: NÚMERO MÓVIL: CORREO ELECTRÓNICO:

APELLIDOS Y NOMBRE DE LA PERSONA REPRESENTANTE: SEXO:
H M

DNI/NIE/NIF:

NÚMERO TELÉFONO: NÚMERO MÓVIL: CORREO ELECTRÓNICO:

MOTIVO DE LA REPRESENTACIÓN

2 LUGAR Y MEDIO DE NOTIFICACIÓN
Marque sólo una opción.

OPTO por que las notificaciones que proceda practicar se efectúen en papel en el lugar que se indica:
Independientemente de la notificación en papel, ésta se practicará también por medios electrónicos, a la que podrá acceder voluntariamente,
teniendo validez a efectos de plazos aquella a la que se acceda primero (1)
Cumplimentar únicamente en el caso de que no coincida con el indicado en el apartado 1

NOMBRE DE LA VÍA:

NÚMERO: LETRA: KM EN LA VÍA: BLOQUE: PORTAL: ESCALERA: PLANTA: PUERTA:

ENTIDAD DE POBLACIÓN: MUNICIPIO: PROVINCIA: PAÍS:

TELÉFONO FIJO: TELÉFONO MÓVIL: CORREO ELECTRÓNICO:

OPTO por que las notificaciones que proceda practicar se efectúen por medios electrónicos a través del sistema de notificaciones de la
Administración Junta de Andalucía y se tramite mi alta en el servicio correspondiente en caso de no estarlo (1).

Indique un correo electrónico y, opcionalmente, un número de teléfono móvil donde informar sobre las notificaciones practicadas en el sistema
de notificaciones.
Correo electrónico: Nº teléfono móvil:

(1) Debe acceder al sistema de notificaciones con su certificado digital u otros medios de identificación electrónica; puede encontrar más información sobre los
requisitos necesarios para el uso del sistema y el acceso a las notificaciones en la dirección: http://www.andaluciajunta.es/notificaciones

1 4 ANEXO
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3 DATOS BANCARIOS

IBAN: / / / / /
SWIFT / / /

Código Banco País Localidad Sucursal

Entidad:

Domicilio:

Localidad: Provincia: Código Postal:
NOTA: Deberá estar de alta en el Registro de cuentas de Terceros de la Tesorería General de la Junta de Andalucía.
Puede realizarlo en la siguiente dirección electrónica: https://www.juntadeandalucia.es/haciendayadministracionpublica/apl/tesoreria/
modificaCuentaBancaria.htm

4 DECLARACIONES
DECLARO, bajo mi expresa responsabilidad, que la persona solicitante:

Cumple los requisitos exigidos para obtener la condición de beneficiaria, y aporta junto con esta solicitud la documentación acreditativa
exigida en el presente Decreto-ley.
No se halla incursa en ninguna de las circunstancias que prohiben obtener la condición de persona beneficiaria, de conformidad con lo
establecido en el presente Decreto-ley.
No ha solicitado ni obtenido subvenciones o ayudas para la misma finalidad relacionadas con esta solicitud.
Ha solicitado y/u obtenido otras subvenciones, ayudas, ingresos o recursos para la misma finalidad relacionadas con esta solicitud,
procedentes de cualesquiera Administraciones o entes públicos o privados, nacionales o internacionales.

Solicitadas

Fecha/Año Administración / Ente público o privado, nacional o internacional Importe/Concepto

Concedidas

Fecha/Año Administración / Ente público o privado, nacional o internacional Importe/Concepto

Ostenta la titularidad del número de cuenta bancaria indicado.

Son veraces cuantos datos figuran en la presente solicitud.

Otra/s (especificar):

2 4 ANEXO
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5 DERECHO DE OPOSICIÓN
El órgano gestor va a consultar los siguientes datos, en el caso de que no esté de acuerdo, manifieste su oposición:

ME OPONGO a la consulta de los datos de identidad de la persona solicitante a través del Sistema de Verificación de Datos de
Identidad, y aporto copia del DNI/NIE.

ME OPONGO a la consulta de los datos de identidad de la persona representante a través del Sistema de Verificación de Datos de
Identidad, y aporto copia del DNI/NIE.

ME OPONGO a la consulta de los datos residencia a través del Sistema de Verificación de Datos de Residencia, y aporto documentación
acreditativa de mis datos de residencia

6 DOCUMENTACIÓN
Presento la siguiente documentación:

Factura emitida por la agencia de viajes en la que conste, de forma independiente, el importe del servicio de alojamiento turístico, excluidos
cualesquiera otros servicios turísticos que se hayan contratado. Dicha factura deberá incluir el código de inscripción o anotación en el Registro
de Turismo de Andalucía, tanto de la agencia de viajes como del alojamiento o alojamientos turísticos contratados.

Documentación acreditativa de la estancia realizada emitida por el prestador o prestadores del servicio de alojamiento turístico.

Copia de la Tarjeta de Andaluz o Andaluza en el Exterior, sólo en los casos en que dicha condición sea alegada por la persona solicitante.

Documentación acreditativa del poder de representación de la persona que ostente la representación legal o voluntaria de la persona
solicitante, en los casos en que así proceda.

DOCUMENTOS EN PODER DE LA ADMINISTRACIÓN DE LA JUNTA DE ANDALUCÍA
Ejerzo el derecho a no presentar los siguientes documentos que obran en poder de la Administración de la Junta de Andalucía o de sus Agencias, e
indico a continuación la información necesaria para que puedan ser recabados:

Documento Consejería/Agencia y Órgano Fecha de emisión
o presentación

Procedimiento en el que se
emitió o en el que se presentó (1)

1

2

3

4

5

6

(1) Han de tratarse de documentos correspondientes a procedimientos que hayan finalizado en los últimos cinco años.

DOCUMENTOS EN PODER DE OTRAS ADMINISTRACIONES
Ejerzo el derecho a no presentar los siguientes documentos que obran en poder de otras Administraciones Públicas, e indico a continuación la
información necesaria para que puedan ser recabados:

Documento Administración Pública y Órgano Fecha de emisión
o presentación

Procedimiento en el que se
emitió o en el que se presentó

1

2

3

4

5

6

3 4 ANEXO
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7 DATOS DEL SERVICIO PARA EL QUE SE SOLICITA LA SUBVENCIÓN.
AGENCIA DE VIAJES
DENOMINACIÓN

ALOJAMIENTOS TURÍSTICOS (Indicar un máximo de 3)
DENOMINACIÓN

FECHA DE PERNOCTACIÓN IMPORTE ALOJAMIENTO

DENOMINACIÓN

FECHA DE PERNOCTACIÓN IMPORTE ALOJAMIENTO

DENOMINACIÓN

FECHA DE PERNOCTACIÓN IMPORTE ALOJAMIENTO

IMPORTE TOTAL DEL ALOJAMIENTO

8 SOLICITUD, LUGAR, FECHA Y FIRMA
La persona abajo firmante se COMPROMETE a cumplir las obligaciones exigidas por la normativa de aplicación y SOLICITA la concesión de la
subvención por importe de equivalente al 25 % de la factura por el servicio turístico de alojamiento, con un máximo de 300

.

En a de de

LA PERSONA SOLICITANTE / REPRESENTANTE

Fdo.:

ILMO/A. SR./A. DELEGADO/A TERRITORIAL DE TURISMO, REGENERACIÓN, JUSTICIA Y ADMINISTRACIÓN

LOCAL EN
Código Directorio Común de Unidades Orgánicas y Oficinas:

CLÁUSULA DE PROTECCIÓN DE DATOS
En cumplimiento de lo dispuesto en el Reglamento General de Protección de Datos, le informamos que:
a) El Responsable del tratamiento de sus datos personales es la Consejería de Turismo, Regeneración, Justicia y Administración Local, cuya dirección es Plaza Nueva 4,
41071, Sevilla.
b) Podrá contactar con el Delegado de Protección de Datos en la dirección electrónica dpd.ctrjal@juntadeandalucia.es
c)Los datos personales que nos proporciona son necesarios para la gestión de subvenciones competencia de la Consejería, cuya base jurídica es la Ley 3 8/2003, de 17
de noviembre, General de Subvenciones y el presente Decreto-Ley.
d)Puede usted ejercer sus derechos de acceso, rectificación, supresión, portabilidad de sus datos, y la limitación u oposición a su tratamiento, como se explica en la
información adicional.
La información adicional detallada, así como el formulario para la reclamación y/o ejercicio de derechos se encuentra disponible en la siguiente dirección electrónica:
http://www.juntadeandalucia.es/protecciondedatos

La presentación de esta solicitud conllevará la autorización al órgano gestor para recabar las certificaciones a emitir por la Agencia Estatal de Administración Tributaria,
por la Tesorería General de la Seguridad Social y por la Consejería competente en materia de Hacienda de la Junta de Andalucía, que sean requeridas por l as bases
reguladoras, de acuerdo con el artículo 120.2 del Texto Refundido de la Ley General de la Hacienda Pública de la Junta de Andalucía, aprobado por Decreto Legislativo
1/2010, de 2 de marzo.

4 4 ANEXO



CONSEJERÍA DE SALUD Y FAMILIAS

Orden de 29 de septiembre de 2020, por la que se adoptan medidas específicas
temporales y excepcionales por razón de salud pública para la contención de
la COVID-19, en localidades o parte de las mismas donde se haya acordado
restricción a la movilidad de la población de una localidad o parte de la misma.

La Orden de la Consejería de Salud y Familias de 19 de junio de 2020, adoptó medidas
preventivas de salud pública en la Comunidad Autónoma de Andalucía para hacer frente a
la crisis sanitaria ocasionada por el coronavirus (COVID-19), una vez superado el estado
de alarma. Dicha orden ha sido modificada por la Orden de 25 de junio, de 14 de julio, de
29 de julio, de 13 de agosto, de 16 de agosto, de 1 de septiembre y de 11 de septiembre
de 2020.

No obstante, la situación epidemiológica de algunas localidades o parte de las
mismas requerirán la adopción de medidas más estrictas de control y prevención de la
enfermedad que las adoptadas hasta la fecha, a los efectos de evitar una expansión
incontrolada del COVID-19 y proteger a la población del riesgo de contagio, siendo preciso
adoptar medidas, que junto a la limitación de los desplazamientos personales, afectan al
desarrollo de distintas actividades que pueden favorecer la propagación del virus. Sin
embargo, hay que tener en cuenta que este tipo de medidas suponen un elevado coste
social y económico, por lo que conviene implementarlas estudiando la situación caso por
caso. En estos casos, se deben necesariamente agotar todas las intervenciones previas
posibles y de forma escalada. Por ello, los municipios o territorios de Andalucía con
peor situación epidemiológica serán objeto de evaluaciones de riesgo específicas para
establecer medidas de control adicionales a las actualmente establecidas con carácter
general en ese ámbito local.

La Orden de 11 de septiembre de 2020, por la que se delega en las personas titulares
de las Delegaciones Provinciales o Territoriales competentes en materia de salud la
adopción de las medidas preventivas de salud pública de restricciones a la movilidad
de las personas en una localidad o parte de la misma, así como la suspensión de la
actividad docente presencial en un centro docente no universitario como consecuencia
de la situación epidemiológica por COVID-19 y se establecen las instrucciones para
la adopción de dichas medidas, ha establecido Instrucciones para la adopción de las
medidas preventivas de salud pública de restricciones a la movilidad de la población de
una localidad o parte de la misma.

La adopción concreta de la medida preventiva de salud pública relativa a la restricción
a la movilidad de la población de una localidad o parte de la misma se ejercerá previo
informe del Comité Territorial de Alerta de Salud Pública de Alto Impacto, previa
evaluación del riesgo sanitario y de la proporcionalidad de la medida, ante un riesgo grave
inminente y extraordinario para la salud pública, existiendo razones objetivas sanitarias
para establecer restricciones a la movilidad de la población de una localidad o parte de la
misma como medida preventiva y de contención de la transmisión de la COVID-19.

Por ello se hace necesario establecer las nuevas medidas que se aplicarán a estas
localidades o parte de las mismas en las que razones objetivas sanitarias lleven a adoptar
restricciones a la movilidad de la población.

En aquellos ámbitos territoriales que se vayan determinando, resulta necesario reducir
temporalmente los aforos permitidos para la realización de determinadas actividades y
servicios como en el caso de la asistencia a velatorios y entierros, los establecimientos
que prestan servicios de hostelería y restauración y, con carácter general, a cualquier
local o establecimiento comercial. Por último, procede suspender temporalmente la
actividad en determinados espacios. Se pretende con ello reducir el número de nuevos



contagios y aliviar la presión asistencial del sistema sanitario con el objetivo primordial de
proteger la salud de la población en su conjunto en los ámbitos territoriales afectados que
se vayan determinando.

En virtud del principio de proporcionalidad, el contenido de la presente orden pretende
dar una respuesta adecuada al escenario que se plantea ante la evolución de la crisis
sanitaria en determinadas localidades o parte de las mismas. Resulta particularmente
relevante la clarificación judicial que se ha ido efectuando, delimitándose el objeto de
las medidas especiales adoptadas por las autoridades sanitarias, y la adecuación a su
necesidad y finalidad.

El cumplimiento de estas medidas requiere un nuevo esfuerzo por parte de la
población en general y de determinados sectores en particular, y deben ser entendidas
como un esfuerzo para evitar un agravamiento de las cifras de contagios que exija la
adopción de eventuales medidas aún más drásticas.

En lo que se refiere a la habilitación normativa para la adopción de las medidas de
la presente orden, la Ley Orgánica 3/1986, de 14 de abril, de medidas especiales en
materia de salud pública, prevé, en su artículo primero, que con el objeto de proteger la
salud pública y prevenir su pérdida o deterioro, las autoridades sanitarias de las distintas
administraciones públicas podrán, dentro del ámbito de sus competencias, adoptar las
medidas previstas en dicha ley cuando así lo exijan razones sanitarias de urgencia o
necesidad. El artículo segundo habilita a las autoridades sanitarias competentes para
adoptar medidas de reconocimiento, tratamiento, hospitalización o control cuando se
aprecien indicios racionales que permitan suponer la existencia de peligro para la salud de
la población debido a la situación sanitaria concreta de una persona o grupo de personas
o por las condiciones sanitarias en que se desarrolla una actividad. Y el artículo tercero
dispone que, con el fin de controlar las enfermedades transmisibles, la autoridad sanitaria,
además de realizar las acciones preventivas generales, podrá adoptar las medidas
oportunas para el control de los enfermos, de las personas que estén o hayan estado
en contacto con estos y del medio ambiente inmediato, así como las que se consideren
necesarias en caso de riesgo de carácter transmisible.

Por su parte, la Ley 14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad, en el artículo 26,
prevé la posibilidad de que las autoridades sanitarias puedan adoptar las medidas
preventivas que consideren pertinentes cuando exista o se sospeche razonablemente la
existencia de un riesgo inminente y extraordinario para la salud. La duración de dichas
medidas se fijará para cada caso, sin perjuicio de las prórrogas sucesivas acordadas por
resoluciones motivadas, y no excederá de lo que exija la situación de riesgo inminente y
extraordinario que las justificó.

En el ámbito de la Comunidad Autónoma de Andalucía, la Ley 2/1998, de 15 de junio,
de Salud de Andalucía, establece en su artículo 21 que las Administraciones Públicas
de Andalucía, en el marco de sus respectivas competencias, establecerán y acordarán
limitaciones preventivas de carácter administrativo respecto de aquellas actividades
públicas y privadas que, directa o indirectamente, puedan tener consecuencias negativas
para la salud. Asimismo, adoptarán cuantas limitaciones, prohibiciones, requisitos y
medidas preventivas, sean exigibles en las actividades públicas y privadas que directa o
indirectamente puedan suponer riesgo inminente y extraordinario para la salud. En este
sentido, podrán decretar la suspensión del ejercicio de actividades, cierre de empresas
o sus instalaciones, intervención de medios materiales y personales que tengan una
repercusión extraordinaria y negativa para la salud de los ciudadanos, siempre que exista
o se sospeche razonablemente la existencia de este riesgo. Las medidas previstas que
se ordenen con carácter obligatorio, de urgencia o de necesidad, deberán adaptarse a
los criterios expresados en el artículo 28 de la Ley 14/1986, de 25 de abril, General de
Sanidad, y a la Ley Orgánica 3/1986, de 14 de abril, de Medidas Especiales en Materia



de Salud Pública. Por su parte, el artículo 62.6 de la misma Ley 2/1998, de 15 de junio,
establece que corresponderán a la Consejería de Salud, en el marco de las competencias
de la Junta de Andalucía, entre otras, las siguientes competencias: (...) «6. La adopción
de medidas preventivas de protección de la salud cuando exista o se sospeche
razonablemente la existencia de un riesgo inminente y extraordinario para la salud».

La Ley 16/2011, de 23 de diciembre, de Salud Pública de Andalucía, establece en su
artículo 71.2.c) que la Administración de la Junta de Andalucía promoverá un alto nivel
de protección de la salud de la población y, con esta finalidad, desarrollará las siguientes
actuaciones: (...) Establecerá las medidas cautelares necesarias cuando se observen
incumplimientos de la legislación sanitaria vigente o la detección de cualquier riesgo para
la salud colectiva. Por su parte, el artículo 83, en su apartado 3, establece que cuando
se produzca un riesgo para la salud pública derivado de la situación sanitaria de una
persona o grupo de personas, las autoridades sanitarias competentes para garantizar la
salud pública adoptarán las medidas necesarias para limitar esos riesgos, de las previstas
en la legislación, de acuerdo con lo dispuesto en la Ley Orgánica 3/1986, de 14 de abril,
de Medidas especiales en materia de salud pública.

En su virtud, de conformidad con lo establecido en el artículo 46.4 de la Ley 6/2006,
de 24 de octubre, del Gobierno de la Comunidad Autónoma de Andalucía, y por el artículo
26.2.m) de la Ley 9/2007, de 22 de octubre, de la Administración de la Junta de Andalucía,
en el marco de los artículos 21.2 y 62.6 de la Ley 2/1998, de 15 de junio, de Salud de
Andalucía y 71.2.c) y 83.3 de la Ley 16/2011, de 23 de diciembre, de Salud Pública de
Andalucía,

D I S P O N G O

Primero. Objeto.
El objeto de esta orden es establecer, con carácter temporal y excepcional, medidas

específicas de contención y prevención necesarias para hacer frente a la crisis sanitaria
ocasionada por el coronavirus (COVID-19), en las localidades o parte de ellas en las que
la autoridad sanitaria competente adopte medidas de restricción a la movilidad.

Segundo. Ámbito de aplicación.
Las medidas establecidas en la presente orden serán de aplicación a todas las

personas que se residan, circulen o trabajen en el territorio afectado por la restricción a
la movilidad.

Tercero. Medidas específicas.
Las medidas específicas preventivas son las siguientes:
a) No se permitirán visitas ni salidas a los usuarios en los centros socio-sanitarios de

carácter residencial.
b) La asistencia a velatorios se limitará a un máximo de quince personas en espacios

al aire libre o diez en espacios cerrados, sean o no convivientes. La participación en la
comitiva para el enterramiento o despedida para la cremación de la persona fallecida
se restringe a un máximo de quince personas, entre familiares y allegados, además de,
en su caso, el ministro de culto o persona asimilada de la confesión respectiva para la
práctica de los ritos funerarios de despedida del difunto.

c) Todos los establecimientos, locales comerciales y servicios abiertos al público
no podrán superar el cincuenta por ciento del aforo permitido y tendrán como hora de
cierre la legalmente autorizada, no pudiendo superarse en ningún caso las 22:00 horas, a
excepción de los establecimientos farmacéuticos, médicos, veterinarios, de combustible
para la automoción y otros considerados esenciales.



d) Los establecimientos de hostelería y restauración limitarán el aforo al cincuenta por
ciento, tanto en espacios interiores como exteriores, no estando permitido el consumo en
barra. Las mesas o agrupaciones de mesas, deberán guardar una distancia de, al menos,
1,5 metros respecto a las sillas asignadas a las demás mesas o agrupaciones de mesas
con el objeto de asegurar el mantenimiento de la debida distancia física de, al menos 1,5
metros entre las personas sentadas en diferentes mesas o, en su caso, agrupaciones de
mesas. La ocupación máxima será de seis personas por mesa o agrupación de mesas y
tendrán como hora de cierre la legalmente autorizada, no pudiendo superarse en ningún
caso las 22:00 horas, a excepción de servicios de entrega de comida a domicilio. Estas
mismas limitaciones de aforo y horario son aplicables a los establecimientos y locales en
donde se desarrollen actividades de juegos y apuestas.

e) Se dispone el cierre de peñas, asociaciones gastronómicas, asociaciones
recreativo-culturales y clubes, o establecimientos similares.

f) En el caso de celebraciones nupciales y de otras ceremonias civiles y religiosas,
el número máximo de participantes será de treinta personas, tanto en espacios cerrados
como al aire libre, que deberán permanecer sentados.

g) No se permitirá la apertura de mercadillos públicos o privados.
h) Podrá realizarse práctica deportiva en instalaciones deportivas, tanto al aire libre como

de interior, siempre que no se supere el cincuenta por ciento del aforo máximo permitido de la
instalación. La práctica deportiva en grupos se limita a un máximo de seis personas.

i) Con carácter general y sin perjuicio de lo dispuesto en la Orden de 19 de junio de
2020, de medidas preventivas de salud pública en la Comunidad Autónoma de Andalucía
para hacer frente a la crisis sanitaria ocasionada por el coronavirus (COVID-19), una vez
superado el estado de alarma, los aforos de las actividades servicios e instalaciones se
reducen al cincuenta por ciento, salvo que tuvieran previsto uno inferior.

j) Se suspende temporalmente la actividad en los parques y jardines públicos, así
como parques infantiles de uso público.

k) Se reforzarán las medidas preventivas en edificios de uso público, con
sectorizaciones, flujos de personas, aforos, etc.

Cuarto. Régimen sancionador.
El incumplimiento de las medidas de prevención quedará sujeto al procedimiento de

la actividad inspectora y al régimen sancionador establecidos en el Decreto-ley 21/2020,
de 4 de agosto, por el que se establece el régimen sancionador por el incumplimiento de
las medidas de prevención y contención aplicables en Andalucía ante el COVID-19.

Quinto. Ratificación judicial.
De conformidad con el artículo 41 de la Ley 9/2007, de 2 de octubre, de Administración

de la Junta de Andalucía, dese traslado al Gabinete Jurídico de la Junta de Andalucía en
orden a solicitar la ratificación judicial prevista en el párrafo 2.º del artículo 8.6 de la Ley
29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

Sexto. Efectos.
Esta orden surtirá efectos a las 8:00 horas del día siguiente al de su publicación en

el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía, siendo de aplicación sus medidas a partir del
día siguiente y durante el tiempo en que se acuerde la restricción de movilidad de una
localidad o parte de ella.

Sevilla, 29 de septiembre de 2020

JESÚS RAMÓN AGUIRRE MUÑOZ
Consejero de Salud y Familias



CONSEJERÍA DE SALUD Y FAMILIAS

Resolución de 29 de septiembre de 2020, de la Delegación Territorial de Salud y
Familias en Sevilla, por la que se adopta la medida de restricción a la movilidad
de la población de Casariche (Sevilla) como consecuencia de la situación
epidemiológica por COVID-19.

ANTECEDENTES DE HECHO

Primero. El día 29 de septiembre de 2020 se reúne en convocatoria urgente y
extraordinaria el Comité Territorial de Alerta de Salud Pública de Alto Impacto de Sevilla,
al objeto de informar sobre la medida de restricción a la movilidad de la población de
Casariche, previa evaluación del riesgo sanitario y la proporcionalidad de la misma.

Segundo. Visto el aumento de la tasa de incidencia en el término municipal de
Casariche, que en los últimos 14 días ha ascendido a 4545 por cada 100.000 habitantes
y, teniendo en cuenta que Casariche es un municipio pequeño de unos 5546 habitantes
aproximadamente, con un alto contacto familiar, y dado que tras los rastreos efectuados
se detecta una situación de riesgo grave e inminente para la salud pública de los vecinos
de Casariche, este Comité Territorial de Alerta de Salud Pública de Alto Impacto, previa
evaluación del riesgo existente informa que:

«(…) Existen razones objetivas sanitarias para establecer restricciones a la movilidad
de la población de dicha localidad como medida proporcionada, de carácter preventivo y
de contención de la transmisión del Covid-19, que consisten en:

Restringir la entrada y salida de personas que se encuentren o circulen en el término
municipal de Casariche, así como aquellas personas que sean titulares de cualquier
actividad económica, empresarial o establecimiento de uso público o abierto al público
ubicado en dicho término municipal, salvo para aquellos desplazamientos, adecuadamente
justificados que se produzcan por alguno de los siguientes motivos:

a) Asistencia a centros, servicios y establecimientos sanitarios.
b) Cumplimiento de obligaciones laborales, profesionales, empresariales o legales.
c) Asistencia a centros docentes y educativos, incluidas las escuelas de educación

infantil.
d) Retorno al lugar de residencia habitual.
e) Asistencia y cuidado a mayores, menores, dependientes, personas con discapacidad

o personas especialmente vulnerables.
f) Para desplazarse a entidades financieras y de seguros.
g) Para realizar actuaciones requeridas o urgentes ante los órganos públicos,

judiciales o notariales.
h) Para realizar renovaciones de permisos y documentación oficial, así como otros

trámites administrativos inaplazables.
i) Para realizar exámenes o pruebas oficiales inaplazables.
j) Por causa de fuerza mayor o situación de necesidad.
k) Cualquier otra actividad de análoga naturaleza, debidamente justificada y

acreditada.

La circulación por carretera y viales que transcurran o atraviesen los ámbitos
territoriales que constituyen el objeto de la presente Orden estará permitida siempre y
cuando tengan origen y destino fuera del mismo.



Se permite la circulación de personas residentes dentro de los ámbitos territoriales
afectados, siempre respetando las medidas de protección individual y colectiva
establecidas por las autoridades sanitarias competentes, si bien se desaconseja a la
población los desplazamientos y realización de actividades no imprescindibles.»

A los anteriores antecedentes de hecho son de aplicación los siguientes:

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. Esta Delegación Territorial de Salud y Familias es competente para resolver el
presente procedimiento de conformidad con lo dispuesto en la Orden de 11 de septiembre
de 2020, por la que se delega en las personas titulares de las Delegaciones Provinciales o
Territoriales competentes en materia de salud la adopción de las medidas preventivas de
salud pública de restricciones a la movilidad de las personas en una localidad o parte de
la misma, así como la suspensión de la actividad docente presencial en un centro docente
no universitario como consecuencia de la situación epidemiológica por COVID-19 y se
establecen las instrucciones para la adopción de dichas medidas.

 Segundo. El artículo 1 de la Ley Orgánica 3/1986, de 14 de abril, de Medidas
Especiales en Materia de Salud Pública dispone que: al objeto de proteger la salud
pública y prevenir su pérdida o deterioro, las autoridades sanitarias de las distintas
administraciones públicas podrán, dentro del ámbito de sus competencias, adoptar las
medidas previstas en la misma cuando así lo exijan razones sanitarias de urgencia o
necesidad.

Y el artículo 3, para el caso específico del control de las enfermedades transmisibles,
recoge expresamente que la autoridad sanitaria, además de realizar las acciones
preventivas generales, podrá adoptar las medidas oportunas para el control delos
enfermos, de las personas que estén o hayan estado en contacto con los mismos y del
medio ambiente inmediato, así como las que se consideren necesarias en caso de riesgo
transmisible

Tercero. El artículo 21.2 de la Ley 2/1998 de 15 de junio, de Salud de Andalucía,
dispone que las Administraciones Públicas de Andalucía, en el marco de sus respectivas
competencias, adoptarán cuantas limitaciones, prohibiciones, requisitos y medidas
preventivas sean exigibles en las actividades públicas y privadas que directa o
indirectamente puedan suponer riesgo inminente y extraordinario para la salud. En este
sentido, podrán decretar la suspensión del ejercicio de actividades, cierre de empresas
o sus instalaciones, intervención de medios materiales y personales que tengan una
repercusión extraordinaria y negativa para la salud de los ciudadanos, siempre que exista
o se sospeche razonablemente la existencia de este riesgo.

Cuarto. El artículo 62.6 de la Ley 2/1998, de 15 de junio, dispone que corresponderán
a la Consejería de Salud, en el marco de las competencias de la Junta de Andalucía,
entre otras, la adopción de medidas preventivas de protección de la salud cuando exista
o se sospeche razonablemente la existencia de un riesgo inminente y extraordinario para
la salud.

Quinto. El artículo 71.2.c) de la Ley 16/2011, de 23 de diciembre, de Salud Pública de
Andalucía de Salud Pública de Andalucía establece que La Administración de la Junta de
Andalucía promoverá un alto nivel de protección de la salud de la población y, con esta
finalidad, desarrollará las siguientes actuaciones, establecerá las medidas cautelares
necesarias cuando se observen incumplimientos de la legislación sanitaria vigente o la
detección de cualquier riesgo para la salud colectiva



Sexto. El artículo 83.3 de la Ley 16/2011, de 23 de diciembre, de Salud Pública de
Andalucía, establece que cuando se produzca un riesgo para la salud pública derivado
de la situación sanitaria de una persona o grupo de personas, las autoridades sanitarias
competentes para garantizar la salud pública adoptarán las medidas necesarias para
limitar esos riesgos, de las previstas en la legislación, de acuerdo con lo dispuesto en
la Ley Orgánica 3/1986, de 14 de abril, de Medidas Especiales en Materia de Salud
Pública.

Séptimo. El artículo 8.6 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción
Contencioso-administrativa señala que corresponderá a los juzgados de lo contencioso-
administrativo la autorización o ratificación judicial de las medidas que las autoridades
sanitarias consideren urgentes y necesarias para la salud pública e impliquen privación o
restricción de la libertad o de otro derecho fundamental.

Octavo. En aplicación de las «Instrucciones para la adopción de las medidas
preventivas de salud pública de restricciones a la movilidad de la población de una
localidad o parte de la misma, o de suspensión de la actividad docente presencial en un
centro docente no universitario», contenidas en el Anexo de la Orden de 11 de septiembre
de 2020, por la que se delega en las personas titulares de las Delegaciones Provinciales
o Territoriales competentes en materia de salud la adopción de las medidas preventivas de
salud pública de restricciones a la movilidad de las personas en una localidad o parte de
la misma, así como la suspensión de la actividad docente presencial en un centro docente
no universitario como consecuencia de la situación epidemiológica por COVID-19 y se
establecen las instrucciones para la adopción de dichas medidas

Y de conformidad con los preceptos legales invocados anteriormente, y demás de
general y pertinente aplicación

R E S U E L V O

Primero. Adoptar la medida preventiva de salud pública, consistente en la restricción
de la entrada y salida de personas que se encuentren o circulen en el término municipal
de Casariche, así como aquellas personas que sean titulares de cualquier actividad
económica, empresarial o establecimiento de uso público o abierto al público ubicado
en dicho término municipal, salvo para aquellos desplazamientos, adecuadamente
justificados que se produzcan por alguno de los siguientes motivos:

a) Asistencia a centros, servicios y establecimientos sanitarios.
b) Cumplimiento de obligaciones laborales, profesionales, empresariales o legales.
c) Asistencia a centros docentes y educativos, incluidas las escuelas de educación

infantil.
d) Retorno al lugar de residencia habitual.
e) Asistencia y cuidado a mayores, menores, dependientes, personas con discapacidad

o personas especialmente vulnerables.
f) Para desplazarse a entidades financieras y de seguros.
g) Para realizar actuaciones requeridas o urgentes ante los órganos públicos,

judiciales o notariales.
h) Para realizar renovaciones de permisos y documentación oficial, así como otros

trámites administrativos inaplazables.
i) Para realizar exámenes o pruebas oficiales inaplazables.
j) Por causa de fuerza mayor o situación de necesidad.
k) Cualquier otra actividad de análoga naturaleza, debidamente justificada y

acreditada.



La circulación por carretera y viales que transcurran o atraviesen los ámbitos
territoriales que constituyen el objeto de la presente Orden estará permitida siempre y
cuando tengan origen y destino fuera del mismo.

Se permite la circulación de personas residentes dentro de los ámbitos territoriales
afectados, siempre respetando las medidas de protección individual y colectiva
establecidas por las autoridades sanitarias competentes, si bien se desaconseja a la
población los desplazamientos y realización de actividades no imprescindibles.

Segundo. Comunicar de inmediato dentro de las 24 horas siguientes al dictado de esta
resolución, al Juzgado de lo Contencioso-Administrativo de la misma sede de la autoridad
sanitaria, la medida adoptada para su ratificación judicial, adjuntándose informes que lo
sustentan y demás antecedentes sanitarios.

Tercero. Dar traslado de esta resolución tanto a la Delegación del Gobierno de
España en Andalucía, como al Ayuntamiento de Casariche, con el objeto de recabar su
cooperación y colaboración, en su caso, a través de los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad
del Estado y de la Policía Local, para el control y aplicación de las medidas adoptadas.

Cuarto. La presente resolución surtirá efectos desde las 8:00 horas del día siguiente
al de publicación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía por un período inicial de
14 días naturales, pudiendo ser revisado si así lo requiriese la evolución de la situación
epidemiológica de mantenerse las circunstancias que motivan su adopción.

Contra la presente resolución,que pone fin a la vía administrativa, se podrá interponer
recurso potestativo de reposición ante el mismo órgano que los hubiera dictado, en el
plazo de un mes contado desde el día siguiente al de su notificación, de conformidad
con lo establecido en los artículos 123 y 124 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, o ser impugnados
directamente ante el orden jurisdiccional contencioso-administrativo, de conformidad con
lo establecido en la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-
administrativa.

Sevilla, 29 de septiembre de 2020.- El Consejero de Salud y Familias, P.D. (Orden de
11.9.2020, BOJA Extraordinario viernes 11.9.2020), la Delegada, Regina Serrano Ferrero.



2.1. Nombramientos, situaciones e incidencias

CONSEJERÍA DE LA PRESIDENCIA, ADMINISTRACIÓN PÚBLICA
E INTERIOR

Decreto 164/2020, de 29 de septiembre, por el que se dispone el nombramiento
de don Juan Manuel Muñoz Romero como Comisionado para el Cambio
Climático y Modelo Energético.

En virtud de lo previsto en los artículos 27.21 de la Ley 6/2006, de 24 de octubre,
del Gobierno de la Comunidad Autónoma de Andalucía, y 17.3 de la Ley 9/2007,
de 22 de octubre, de la Administración de la Junta de Andalucía, a propuesta del Consejero
de la Presidencia, Administración Pública e Interior, y previa deliberación del Consejo de
Gobierno, en su reunión del día 29 de septiembre de 2020.

Vengo en disponer el nombramiento de don Juan Manuel Muñoz Romero como
Comisionado para el Cambio Climático y Modelo Energético.

Sevilla, 29 de septiembre de 2020

JUAN MANUEL MORENO BONILLA
Presidente de la Junta de Andalucía

ELÍAS BENDODO BENASAYAG
Consejero de la Presidencia,

Administración Pública e Interior



2.1. Nombramientos, situaciones e incidencias

CONSEJERÍA DE LA PRESIDENCIA, ADMINISTRACIÓN PÚBLICA
E INTERIOR

Decreto 165/2020, de 29 de septiembre, por el que se dispone el cese de
don Miguel Martín León como Delegado Territorial de Educación, Deporte,
Igualdad, Políticas Sociales y Conciliación en Sevilla.

En virtud de lo previsto en los artículos 27.21 de la Ley 6/2006, de 24 de octubre, del
Gobierno de la Comunidad Autónoma de Andalucía, 35.2 de la Ley 9/2007, de 22 de
octubre, de la Administración de la Junta de Andalucía, y 16 del Decreto 342/2012, de 31
de julio, por el que se regula la Organización Territorial Provincial de la Administración
de la Junta de Andalucía, a propuesta del Consejero de la Presidencia, Administración
Pública e Interior, previa deliberación del Consejo de Gobierno en su reunión del día 29
de septiembre de 2020.

Vengo en disponer el cese de don Miguel Martín León como Delegado Territorial de
Educación, Deporte, Igualdad, Políticas Sociales y Conciliación en Sevilla.

Sevilla, 29 de septiembre de 2020

JUAN MANUEL MORENO BONILLA
Presidente de la Junta de Andalucía

ELÍAS BENDODO BENASAYAG
Consejero de la Presidencia,

Administración Pública e Interior



2.1. Nombramientos, situaciones e incidencias

CONSEJERÍA DE TRANSFORMACIÓN ECONÓMICA, INDUSTRIA,
CONOCIMIENTO Y UNIVERSIDADES

Decreto 166/2020, de 29 de septiembre, por el que se nombra vocal del Consejo
Rector de la Agencia de Innovación y Desarrollo de Andalucía.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 6.2 de la Ley 3/1987, de 13 de abril, de
Creación del Instituto de Fomento de Andalucía, en la disposición final segunda de la Ley
3/2004, de 28 de diciembre, de Medidas Tributarias, Administrativas y Financieras, y en el
artículo 9.1 del Decreto 26/2007, de 6 de febrero, por el que se aprueban los Estatutos de
la Agencia de Innovación y Desarrollo de Andalucía; y de acuerdo con lo establecido en
el artículo 8 del Decreto del Presidente 3/2020, de 3 de septiembre, de la Vicepresidencia
y sobre reestructuración de Consejerías, a propuesta del Consejero de Transformación
Económica, Industria, Conocimiento y Universidades, y previa deliberación del Consejo
de Gobierno, en su reunión del día 29 de septiembre de 2020,

D I S P O N G O

Primero. Nombrar como vocal del Consejo Rector de la Agencia de Innovación y
Desarrollo de Andalucía a don Cristóbal Sánchez Morales, Secretario General de Industria
y Minas, de la Consejería de Transformación Económica, Industria, Conocimiento y
Universidades.

Segundo. Dejar sin efecto el nombramiento como vocal del Consejo Rector de la
Agencia de Innovación y Desarrollo de Andalucía de don Fernando Arauz de Robles
Villalón, acordado mediante Decreto 47/2020, de 9 de marzo.

Sevilla, 29 de septiembre de 2020

JUAN MANUEL MORENO BONILLA
Presidente de la Junta de Andalucía

ROGELIO VELASCO PÉREZ
Consejero de Transformación Económica, Industria,

Conocimiento, Empresas y Universidades



2.2. Oposiciones, concursos y otras convocatorias

CONSEJERÍA DE LA PRESIDENCIA, ADMINISTRACIÓN PÚBLICA
E INTERIOR

Resolución de 25 de septiembre de 2020, del Instituto Andaluz de Administración
Pública, por la que se aprueban las listas definitivas de personas admitidas
y excluidas, con indicación de las causas de exclusión, relativas al proceso
selectivo de acceso libre para ingreso en el Cuerpo de Técnicos de Grado Medio,
opción Trabajo Social de la Administración General de la Junta de Andalucía
(A2.2010), para estabilización de empleo temporal en cumplimiento del Decreto
213/2017, de 26 de diciembre, y del Decreto 406/2019, de 5 de marzo.

De conformidad con lo establecido en la base 5.3 de la Resolución de 12 de noviembre
de 2019, de la Secretaría General para la Administración Pública, por la que se convocan
procesos selectivos de acceso libre para ingreso en diferentes cuerpos, opciones y/o
subopciones de la Administración General de la Junta de Andalucía para estabilización
de empleo temporal en cumplimiento del Decreto 213/2017, de 26 de diciembre, y del
Decreto 406/219, de 5 de marzo, esta Dirección, por delegación de la persona titular de la
Consejería de la Presidencia, Administración Pública e Interior (Orden de 4 de febrero de
2020, BOJA número 29, de 12 de febrero),

R E S U E L V E

Primero. Aprobar las listas definitivas de personas admitidas y excluidas al proceso
selectivo de acceso libre para ingreso en el Cuerpo de Técnicos de Grado Medio, opción
Trabajo Social de la Administración General de la Junta de Andalucía (A2.2010), para
estabilización del empleo temporal. En el caso de las personas aspirantes excluidas se
expresan las causas que han motivado su exclusión.

Segundo. Las listas quedarán expuestas al público en la Consejería de la Presidencia,
Administración Pública e Interior, en las Delegaciones del Gobierno de la Junta de
Andalucía en las distintas provincias, en la Subdelegación del Gobierno en el Campo
de Gibraltar y en el Instituto Andaluz de Administración Pública, sito en la calle Torneo,
núm. 26, de Sevilla, así como en la página web del Instituto Andaluz de Administración
Pública (www.juntadeandalucia.es/institutodeadministracionpublica).

Tercero. Convocar a las personas admitidas para la realización del ejercicio que, de
acuerdo con la comisión de selección de esta prueba, se celebrará el día 10 de octubre
de 2020 a las 10:00 horas, en Almería, Cádiz, Córdoba, Granada, Huelva, Jaén, Málaga y
Sevilla, de acuerdo con la siguiente distribución:

ALMERÍA:
- Todas las personas opositoras en el IES Alhamilla, sito en la avenida Federico García

Lorca, 130.

CÁDIZ:
- Desde Acosta Mena, Alberto, hasta Nisa Olivera, Juan Carlos, en el IES Drago, sito

en la calle Marianista Cubillo, 15.
- Desde Noé Gutiérrez, María del Carmen, hasta Zarandona Palacio, María del Mar,

en el IES Fernando Aguilar Quignón, sito en la calle Conil de la Frontera, 3.



CÓRDOBA:
- Todas las personas opositoras en el IES Trasierra, sito en la avenida Arroyo del

Moro, s/n.

GRANADA:
- Desde Adán Sánchez, Antonio, hasta Muñoz García, Almudena, en el IES Padre

Manjón, sito en la calle Gonzalo Gallas, s/n.
- Desde Muñoz Melguizo, Rocío, hasta Zamorano González, Francisco Andrés, en el

IES Ángel Ganivet, sito en la calle Santa Bárbara, 15.

HUELVA:
- Desde Acevedo Medina, Olga, hasta Francisco Pérez, Estela María, en el IES Diego

de Guzmán y Quesada, sito en la avenida Manuel Siurot, 11.
- Desde Gago Domínguez, Yessica, hasta Núñez Cano, María del Rocío, en el IES

Alonso Sánchez, sito en la calle Joaquín de la Torre, 7.
- Desde Olmo Franco, María Socorro, hasta Vivar Valverde, María José, en el IES

Pablo Neruda, sito en la avenida Doctor Rubio, 21.

JAÉN:

MÁLAGA:
- Desde Acosta Álvaro, María Luisa, hasta Hoyos Robles, Segunda de, en el IES

Universidad Laboral, sito en la calle Julio Verne, 6.
- Desde Huertas Vega, Ana Isabel, hasta Zuheros Garrido, María Pastora, en el IES

Seso Teatinos, sito en la avenida Jorge Luis Borges, 19.

SEVILLA:
- Desde Abascal Juste, Blanca, hasta Galán Hurtado, Montserrat, en el IES Miguel

Servet, sito en el Paseo Miguel de Unamuno, 8.
- Desde Galindo Cubillana, Silvia, hasta Mata Cañizares, Leticia, en el IES V

Centenario, sito en la calle Doctor Miguel Rios Sarmiento, 158.
- Desde Matas Domínguez, María Isabel, hasta Rodríguez Reina, Lucía, en el IES

Margarita Salas, sito en la calle Flor de Papel, s/n.
- Desde Rodríguez Salazar, Ana Belén, hasta Zoido Sujar, María de los Reyes, en el

IES Valle Inclán, sito en la calle Doctor Palomares García, 2.

Cuarto. Para acceder al aula de examen, las personas opositoras deberán presentar
necesariamente, en el momento del llamamiento, el DNI, NIE, carnet de conducir o
pasaporte en vigor. En su defecto, podrán presentar justificante de pérdida certificado por
la Policía Nacional, o denuncia de robo o sustracción, realizada ante la Policía Nacional,
acompañando dicha documentación de una fotografía tamaño carnet.

El llamamiento será único y se excluirá a quienes no comparezcan.
Las personas opositoras deben ir provistas de bolígrafo azul o negro y de mascarilla

de conformidad con la normativa de aplicación.

Quinto. Contra la presente resolución por la que se declaran aprobadas las listas
definitivas de personas admitidas y excluidas, que agota la vía administrativa, cabe
interponer recurso potestativo de reposición ante la persona titular de este órgano en
el plazo de un mes, contado desde el día siguiente al de su publicación, o interponer
directamente recurso contencioso-administrativo en el plazo de dos meses, contados
desde el día siguiente al de la publicación, de conformidad con lo dispuesto en los
artículos 123 y 124 de la Ley 39/2015 de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo



Común de las Administraciones Públicas, y el artículo 46 de la Ley 29/1998 de 13 de
julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa. En el caso de interponer
recurso de reposición, no se podrá interponer recurso contencioso-administrativo hasta
que aquel sea resuelto expresamente o se haya producido su desestimación presunta.

Sevilla, 25 de septiembre de 2020.- El Director, Juan Carlos González González.



2.2. Oposiciones, concursos y otras convocatorias

CONSEJERÍA DE LA PRESIDENCIA, ADMINISTRACIÓN PÚBLICA
E INTERIOR

Resolución de 25 de septiembre de 2020, del Instituto Andaluz de Administración
Pública, por la que se aprueban las listas definitivas de personas admitidas
y excluidas, con indicación de las causas de exclusión, relativas al proceso
selectivo de acceso libre para ingreso en el Cuerpo de Técnicos de Grado Medio,
opción Trabajo Social, de la Administración General de la Junta de Andalucía
(A2.2010), correspondiente a la Oferta de Empleo Público 2018.

De conformidad con lo establecido en la base 5.3 de la Resolución de 12 de noviembre
de 2019, de la Secretaría General para la Administración Pública, por la que se
convocan procesos selectivos de acceso libre para ingreso en diferentes cuerpos,
opciones y/o subopciones de la Administración General de la Junta de Andalucía,
esta Dirección, por delegación de la persona titular de la Consejería de la Presidencia,
Administración Pública e Interior (Orden de 4 de febrero de 2020, BOJA número 29, de
12 de febrero),

R E S U E L V E

Primero. Aprobar las listas definitivas de personas admitidas y excluidas al proceso
selectivo de acceso libre para ingreso en el Cuerpo de Técnicos de Grado Medio, opción
Trabajo Social, de la Administración General de la Junta de Andalucía (A2.2010). En el
caso de las personas aspirantes excluidas se expresan las causas que han motivado su
exclusión.

Segundo. Las listas quedarán expuestas al público en la Consejería de la Presidencia,
Administración Pública e Interior, en las Delegaciones del Gobierno de la Junta de
Andalucía en las distintas provincias, en la Subdelegación del Gobierno en el Campo de
Gibraltar y en el Instituto Andaluz de Administración Pública, sito en la calle Torneo, núm.
26, de Sevilla, así como en la página web del Instituto Andaluz de Administración Pública
(www.juntadeandalucia.es/institutodeadministracionpublica).

Tercero. Convocar a las personas admitidas para la realización del ejercicio que, de
acuerdo con la comisión de selección de esta prueba, se celebrará el día 10 de octubre
de 2020 a las 10:00 horas, en Almería, Cádiz, Córdoba, Granada, Huelva, Jaén, Málaga y
Sevilla, de acuerdo con la siguiente distribución:

ALMERÍA:

- Todas las personas opositoras en el IES Alhamilla, sito en la avenida Federico García
Lorca, 130.

CÁDIZ:

- Desde Aguado Burgos, Verónica, hasta Nisa Olivera, Juan Carlos, Alberto, en el IES
Drago, sito en la calle Marianista Cubillo, 15.

- Desde Noé Gutiérrez, María del Carmen, hasta Virués Virués, Jesica María, en el
IES Fernando Aguilar Quignón, sito en la calle Conil de la Frontera, 3.



CÓRDOBA:

- Todas las personas opositoras en el IES Trasierra, sito en la avenida Arroyo del
Moro, s/n.

GRANADA:

- Desde Adán Sánchez, Antonio, hasta Muñoz García, María Dolores, en el IES Padre
Manjón, sito en la calle Gonzalo Gallas, s/n.

- Desde Muñoz Melguizo, Rocío, hasta Zamorano González, Francisco Andrés, en el
IES Ángel Ganivet, sito en la calle Santa Bárbara, 15.

HUELVA:

- Desde Acevedo Medina, Olga, hasta Francisco Pérez, Estela María, en el IES Diego
de Guzmán y Quesada, sito en la avenida Manuel Siurot, 11.

- Desde Gago Domínguez, Yessica, hasta Núñez Cano, María del Rocío, en el IES
Alonso Sánchez, sito en la calle Joaquín de la Torre, 7.

- Desde Olmo Franco, María Socorro, hasta Vivar Valverde, María José, en el IES
Pablo Neruda, sito en la avenida Doctor Rubio, 21.

JAÉN:

- Todas las personas opositoras en el IES Las Fuentezuelas, sito en la avenida Arjona, 5.

MÁLAGA:

- Desde Acosta Álvaro, María Luisa, hasta Hoyos Robles, Segunda de, en el IES
Universidad Laboral, sito en la calle Julio Verne, 6.

- Desde Huertas Vega, Ana Isabel, hasta Zuheros Garrido, María Pastora, en el IES
Seso Teatinos, sito en la avenida Jorge Luis Borges, 19.

SEVILLA:

- Desde Abascal Juste, Blanca, hasta Galán Villatoro, Clara, en el IES Miguel Servet,
sito en el Paseo Miguel de Unamuno, 8.

- Desde Galindo Cubillana, Silvia, hasta Mata Cañizares, Leticia, en el IES V
Centenario, sito en la calle Doctor Miguel Ríos Sarmiento, 158.

- Desde Matas Domínguez, María Isabel, hasta Rodríguez Reina, Lucía, en el IES
Margarita Salas, sito en la calle Flor de Papel, s/n.

- Desde Rodríguez Salazar, Ana Belén, hasta Zoido Sujar, María de los Reyes, en el
IES Valle Inclán, sito en la calle Doctor Palomares García, 2.

Cuarto. Para acceder al aula de examen, las personas opositoras deberán presentar
necesariamente, en el momento del llamamiento, el DNI, NIE, carnet de conducir o
pasaporte en vigor. En su defecto, podrán presentar justificante de pérdida certificado por
la Policía Nacional, o denuncia de robo o sustracción, realizada ante la Policía Nacional,
acompañando dicha documentación de una fotografía tamaño carnet.

El llamamiento será único y se excluirá a quienes no comparezcan.
Las personas opositoras deben ir provistas de bolígrafo azul o negro y de mascarilla.

Quinto. Contra la presente resolución por la que se declaran aprobadas las listas
definitivas de personas admitidas y excluidas, que agota la vía administrativa, cabe
interponer recurso potestativo de reposición ante la persona titular de este órgano en
el plazo de un mes, contado desde el día siguiente al de su publicación, o interponer
directamente recurso contencioso-administrativo en el plazo de dos meses, contados



desde el día siguiente al de la publicación, de conformidad con lo dispuesto en los
artículos 123 y 124 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo
Común de las Administraciones Públicas, y el artículo 46 de la Ley 29/1998, de 13 de
julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa. En el caso de interponer
recurso de reposición, no se podrá interponer recurso contencioso-administrativo hasta
que aquel sea resuelto expresamente o se haya producido su desestimación presunta.

Sevilla, 25 de septiembre de 2020.- El Director, Juan Carlos González González.


